
 

 

EXPEDIENTE SAC: 10996484 - CERUTTI, LUCIA Y OTRO C/ TONUT, CRISTIAN JAVIER - ABREVIADO - OTROS -

TRAM.ORAL 

PROTOCOLO DE SENTENCIAS. NÚMERO: 20 DEL 03/03/2026  

 

SENTENCIA NUMERO: 20.  

 

 

 

En la ciudad de Córdoba, a tres días del mes de marzo de dos mil veintiséis, de conformidad a

lo dispuesto por el Acuerdo número un mil seiscientos veintinueve (1629) Serie “A” del seis

(06) de junio del año dos mil veinte (punto 8 del Resuelvo) dictado por el Tribunal Superior

de Justicia, los Señores Vocales de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial

de Segunda Nominación de esta Ciudad, proceden a dictar sentencia en los autos caratulados 

“CERUTTI, LUCÍA Y OTRO C/ TONUT, CRISTIAN JAVIER - ABREVIADO -

OTROS - TRÁMITE ORAL” (EXPTE. Nº 10996484) venidos a este Tribunal de Alzada

en virtud del recurso de apelación deducido por la parte demandada, en contra la Sentencia

Número Ciento Ochenta y Ocho (188), de fecha 01.11.2024, dictada por el Sr. Juez titular del

Juzgado Civil, Comercial, Conciliación y Familia de Primera Nominación, de la ciudad de

Villa Carlos Paz, Dr. Andrés Olcese, por la cual se dispusiera: 

“RESUELVO: 

I.-Hacer lugar a la demanda promovida por la Sra. Lucía Cerutti y el señor Pablo Alejandro

Gasparini en contra de Cristian Javier Tonut y en consecuencia condenar a éste a abonar a
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los actores la suma de Pesos diez millones siete mil trescientos cincuenta ($ 10.007.350) en

concepto de: $ 8.593.200 daño emergente; $ 340.000 daño moral; y $ 1.074.150 derecho

moral de paternidad; con más los intereses que infra se determinan. 

II.- Regular los honorarios profesionales del Dr. Ignacio Arrigoni en la suma de Pesos tres

millones noventa y tres mil cuatrocientos ochenta y uno con doce centavos ($ 3.093.481,12),

con más la suma de Pesos ochenta y siete mil doscientos doce con treinta y siete centavos

($ 87.212,37) -3 Jus- art. 104, inc. 5to, ley 9459; con más IVA en caso de corresponder. 

III.- Regular los honorarios profesionales del Perito oficial Diseñador Industrial Nicolás

Emanuel Puyó Vonka en la suma de Pesos cuatrocientos treinta y seis mil sesenta y uno con

ochenta y cinco centavos ($ 436.061,85) -15 Jus- e IVA si correspondiere según su condición

tributaria. 

Protocolícese, hágase saber y dese copia”. 

Este Tribunal, en presencia de la Actuaria, se plantea las siguientes cuestiones a resolver. 

1.- ¿Procede el recurso de apelación incoado por la parte demandada? 

2.- ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar? 

Efectuado el sorteo de ley, la emisión de los votos resulta en el siguiente orden: 1°) Dra. Delia

Inés Rita Carta de Cara, 2º) Dra. Silvana María Chiapero y 3°) Dr. Fernando Martín Flores. 

A LA PRIMERA CUESTIÓN, LA SEÑORA VOCAL DOCTORA DELIA INÉS RITA

CARTA DE CARA DIJO: 

I. Contra la referida Sentencia N° 188, de fecha 1.011.2024, dictada por el Sr. Juez titular del

referido Juzgado, interpone recurso de apelación la parte demandada con fecha 22.11.2024 y

21.05.2025, el que es concedido mediante proveído de fecha 27.05.2025.  

Radicados los autos en esta Sede, expresa agravios la parte demandada apelante (ver

presentación de fecha 26.09.2025), los que no son evacuados por la actora, con fecha

06.10.2025.  

Dictado el decreto de autos (13.10.2025) y firme, queda la causa en estado de resolver. 
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II. La sentencia bajo examen contiene una adecuada relación de causa que satisface las

exigencias legales, por lo que a ella se efectúa remisión. 

III. El memorial de agravios de la apelación deducida por la demandada, admite el siguiente

compendio: 

1. Primer agravio. Nulidad de la notificación y falta de defensa en juicio 

Refiere que el primer agravio reside en que su parte jamás fue notificada de la demanda

promovida en su contra. Esgrime que la cédula fue enviada a un domicilio que no constituye

su domicilio real, ni lugar de residencia habitual, ni siquiera propiedad de su parte. 

Señala que la rebeldía ha sido oportunamente cuestionada mediante la interposición de

un incidente de nulidad. Reedita argumentos brindados en aquella oportunidad.  

Al culminar, afirma que la falta de publicación de edictos, la omisión de medidas diligentes

para verificar el domicilio real y la utilización de un inmueble ajeno como canal de

notificación procesal, quiebran por completo la garantía del debido proceso, contaminan de

nulidad todo el procedimiento y, por tanto, la sentencia misma debe ser revocada en su

totalidad.  

2. Segundo agravio. Arbitrariedad de la sentencia por fundarse exclusivamente en la

rebeldía del demandado y en ausencia de prueba sustancial 

Asevera que la sentencia apelada resulta arbitraria y violatoria del debido proceso, en tanto el

juez de grado ha impuesto una condena de cuantía millonaria al Sr. Cristian Javier

Tonut, basándose exclusivamente en su declaración de rebeldía, sin haber valorado

adecuadamente la prueba producida, ni exigido a la parte actora el cumplimiento de su carga

probatoria. Alega que la circunstancia de encontrarse en rebeldía no basta para hacer lugar a

la demanda. Esgrime que el Juez se ha conformado con prueba escasa, fragmentaria y

unilateral.  

Sostiene que la prueba testimonial producida fue extremadamente limitada y sin fuerza

convictiva.  
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Manifiesta que la pericia técnica no fue controlada por su parte ni fue contradicha, dada la

rebeldía. Sin embargo, ello no la convierte en prueba concluyente ni exime al Tribunal de

ponderar su contenido conforme a la sana crítica. 

El acta notarial sólo da cuenta de la existencia de sillas similares en el local, pero no prueba

violación dolosa de derechos de autor, ni la vinculación directa entre el demandado y el

supuesto diseño registrado. 

Asevera que al prescindir de toda exigencia probatoria y dictar condena únicamente sobre la

base del silencio del demandado, el Juez ha incurrido en una grave omisión de sus deberes

jurisdiccionales. 

3. Tercer agravio. No se encuentra acreditada la legitimación pasiva en cabeza del sr.

Tonut 

Refiere que la actora omitió probar responsabilidad alguna en cabeza del demandado, Sr.

Cristian Tonut. Al respecto, afirma que la Ley N°11.723 castiga a quien edite, venda,

reproduzca, falsifique una obra protegida y en autos no se encuentra probado que el Sr. Tonut

haya realizado ninguna de estas conductas.  

Sostiene que el hecho de que se hayan detectado sillas de características similares a las de

propiedad de los actores, en el local comercial del demandado, no lo transforma en autor de

las conductas típicas de la ley. 

Se realiza una serie de preguntas. Refiere que el demandado es el propietario de una

franquicia de “Pizzería Popular”, es decir, se dedica al rubro gastronómico, por ende, lejos

está su actividad comercial de la producción y/o comercialización de mobiliario alguno.

Afirma que el Sr. Tonut no reprodujo, falsificó ni vendió las sillas en cuestión, que dichas

tareas no forman parte de su giro comercial. A más de ello, el Sr. Tonut no podría lucrar con

el diseño de los actores, ya que los clientes consumen sus productos alimentarios, siendo

totalmente indiferentes al mobiliario que puede utilizarse en el local comercial. 

Esgrime que resulta inverosímil la teoría esbozada por los actores y al no existir prueba

Expediente SAC 10996484  -  Pág. 4 / 30  -  Nº Res. 20



alguna producida en la presente causa destinada a comprobar que fue el Sr. Tonut quien

replicó los diseños de los actores, no resulta razonable la sentencia recaída en la presente

causa donde el Tribunal decide condenarlo. 

Señala que resulta llamativa la omisión de citar como testigo al Sr. Diego Frydman, persona

que, según las constancias de autos (y específicamente según el propio relato de la parte

actora), sería el franquiciante y titular de la franquicia de “Pizzería Popular”, conforme lo

demuestra con el contrato de franquicia y documentación que se acompaña al presente.  

Menciona que, en definitiva, el proceso adolece de una prueba crucial que el propio Juez

debió impulsar de oficio, a fin de valorar los hechos de forma crítica y razonable. Asevera que

no existe un nexo de causalidad probado entre el demandado y la supuesta reproducción

ilícita, lo cual impide atribuirle responsabilidad civil, máxime cuando no fue válidamente

notificado ni tuvo posibilidad de ejercer su derecho de defensa. 

4. Cuarto agravio. Indeterminación de la conducta atribuida y ausencia de requisitos

legales para configurar una infracción al derecho de autor 

Explica que el agravio tiene un doble fundamento: por un lado, la vaguedad y ambigüedad de

la imputación fáctica; por el otro, la errónea valoración jurídica sobre los requisitos necesarios

para que se configure una infracción a los derechos de autor conforme a la Ley N°11.723.  

Sostiene que, aun si se prescindiera de la nulidad de la notificación y se considerara válida la

rebeldía, la propia redacción de la demanda evidencia una total indeterminación en cuanto al

autor de los hechos denunciados. 

En definitiva, manifiesta que no hay imputación precisa ni directa contra el Sr. Cristian Javier

Tonut. Se alude de modo confuso a “la marca y/o el franquiciante”, se menciona su nombre

como titular del local, pero no se establece en ningún pasaje de modo inequívoco que sea él

quien haya encargado, fabricado, autorizado o consentido la copia de las sillas. 

Alega sentencia omite analizar si hubo reproducción, quién la hizo y si el demandado tuvo

intervención, limitándose a fundar su decisión en la mera existencia física de sillas similares
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dentro del local y la rebeldía formal del demandado. 

Así, la condena contra el demandado carece de base fáctica suficiente, desconoce los

requisitos legales esenciales para atribuir responsabilidad civil y se funda en una presunción

sin sustento, lo cual agravia profundamente el principio de legalidad, el principio de

culpabilidad y el derecho de defensa en juicio. 

5. Quinto agravio. Omisión de delimitar los hechos litigiosos – vulneración del debido

proceso             

Aduce que el tribunal omitió fijar con precisión y claridad los hechos litigiosos del proceso,

limitándose a transcribir o remitir genéricamente a los términos de la demanda, sin

individualizar con rigor jurídico cuáles eran los hechos cuya existencia debía analizarse y

probarse para eventualmente fundar una condena. Sostiene que el Tribunal debió precisar con

claridad cuál era el hecho controvertido y jurídicamente relevante, y no lo hizo, lo cual no

sólo agravia al demandado, sino que torna nula la sentencia por falta de delimitación del

objeto del proceso y por infracción a los arts. 163 inc. 6 y 34 inc. 4 del CPCC (Córdoba), en

relación directa con el derecho constitucional de defensa en juicio. 

6. Sexto agravio. Valoración irrazonable de la pericia – exageración en el valor

comercial asignado a las sillas 

El actor esgrime que el perito se limita a afirmar que las sillas presentes en el local del

demandado eran “similares” a las diseñadas por los actores, pero no acredita que hayan sido

copiadas, ni que el demandado haya ordenado esa copia. Además, no accedió a todas las

dependencias del local ni identificó con certeza el origen de las sillas. 

Refiere que pese a esas limitaciones, la sentencia adopta su informe sin reservas, y a partir de

ello condena a su parte a pagar más de diez millones de pesos, cuando ni siquiera se

estableció cuántas de esas sillas efectivamente fueron “copias” ni su verdadero valor

comercial.  

Sostiene que el valor comercial estimado en la pericia, fijado en la suma de $285.000,00 por
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unidad y lo multiplica por las treinta y cinco (35) sillas relevadas en el local, arroja como

resultado la suma de $9.975.000,00, sobre el cual luego se construyen todos los rubros

indemnizatorios.  

Sin embargo, asegura que dicho valor no se corresponde con el precio de mercado real, el cual

surge claramente del e-shop oficial de los propios actores, disponible públicamente en el sitio

web, que es mucho menor ($120.000 por unidad). Refiere que, en la actualidad, el portal ha

sido dado de baja o deshabilitado. 

Asevera que el propio informe pericial aclara que el costo de fabricación ronda entre $77.000

y $95.000, y que el valor de $285.000 es un “valor estimado considerando elementos

intangibles” y una escala de producción específica. Es decir, no representa el valor real de

venta al público ni corresponde a una operación concretada o frustrada entre las partes. 

Señala que la diferencia entre el valor real del mercado ($120.000) y el valor adoptado por la

sentencia ($285.000) genera una inflación artificial del daño emergente, y transforma una

hipotética infracción en una condena económica confiscatoria y alejada de toda razonabilidad,

afectando directamente mi derecho de propiedad (arts. 17 CN y 242 CCyC). 

Por todo ello, solicita que se revise el valor de referencia utilizado, y en su caso se aplique el

valor vigente al 28/05/2025 en el sitio web oficial de los propios actores ($120.000,00), lo que

arrojaría, en caso de estimarse alguna responsabilidad, un monto sensiblemente inferior, más

ajustado a la realidad comercial del producto. 

7. Séptimo agravio. Exceso indemnizatorio y falta de cuantificación realista 

Esgrime que existe una total desproporción de los montos indemnizatorios reconocidos en la

sentencia, tanto en concepto de daño emergente, como de daño moral y derecho moral de

paternidad, los cuales carecen de toda prueba concreta y verificable, siendo construidos sobre

suposiciones unilaterales que contradicen los principios de la responsabilidad civil y de

reparación integral justa. 

1. Daño emergente – $ 8.593.200,00 
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Alega que en la sentencia se asigna un valor de $231.000,00 por unidad, sin sustento

documental. La única prueba del valor es una estimación subjetiva del perito que aplica un

“multiplicador por tres” sobre el supuesto costo de producción (entre $77.000 y

$95.000). Esto no puede considerarse prueba suficiente. Esta omisión deliberada imposibilita

una correcta cuantificación del supuesto daño emergente y convierte la condena en una

estimación abstracta carente de sustento probatorio concreto, incumpliendo con los estándares

mínimos exigidos para una sentencia justa (arts. 386 y 384 CPCC).  

2. Daño moral – $340.000,00 

Este rubro es igualmente objetable. El fallo reconoce que no se aportó un solo elemento

probatorio sobre el daño anímico pero se concede la suma de $340.000,00 alegando

“aflicción” por la reproducción de las sillas, cuantificando el daño en el precio estimado de

“dos pasajes a Milán”. Esto, además de arbitrario, contraviene la doctrina legal sobre la

prueba del daño moral en materia extracontractual, que exige al menos indicios objetivos,

testimoniales o contextuales del perjuicio sufrido. 

Sostiene que la utilización de una unidad de medida (viajes internacionales) como parámetro

indemnizatorio es antojadiza y subjetiva, sin apoyo técnico, económico ni legal. Más aún

cuando no hay prueba alguna de que se tratara de un modelo comercial internacionalmente

reconocido, y menos aún que el supuesto acto afectara efectivamente su “imagen

profesional”. 

El daño moral no puede presumirse “per se” del uso de un diseño, sino que requiere probar

una afectación concreta a la esfera espiritual del autor. 

3. Derecho moral de paternidad – $1.074.150,00 

Alega que este rubro, aunque amparado por la Ley N°11.723, ha sido cuantificado de manera

completamente arbitraria. Se aplica un porcentaje del 5% sobre el supuesto valor de mercado

de las sillas, sin que exista ninguna norma, doctrina o jurisprudencia que avale ese criterio

porcentual como fórmula automática. 
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El derecho moral, como derecho de la personalidad, se repara en función del agravio subjetivo

producido al autor, no en función del precio de los objetos en los que su obra fue

presuntamente reproducida. 

Aquí también, los actores evitan toda justificación metodológica sobre cómo llegaron a ese

5%, y se limitan a proponer un monto “ajustado a derecho” sin mayor fundamentación. El

Juez, lejos de corregir esa falta de prueba, ratifica el porcentaje sin citar doctrina, precedente o

norma legal alguna. Esto convierte el resarcimiento en un cálculo especulativo, sin sustento

técnico ni fáctico. 

Por todo lo expuesto, solicita se revoque la sentencia también en lo relativo a la cuantificación

del daño, por carecer de sustento fáctico, económico y normativo. Subsidiariamente, en caso

de que se mantuviera algún tipo de condena, solicita se moderen los montos indemnizatorios a

cifras razonables, fundadas en prueba concreta, objetiva y proporcional, y se rechace la

aplicación automática de intereses sobre rubros no acreditados. 

IV. La parte actora, a su turno, contesta los agravios y solicita el rechazo del recurso, con

costas. 

V. La atenta y meditada consulta de los antecedentes de la causa en cuanto revisten interés

actual, del proveimiento de primer grado, impugnación de la demandada, y su respectiva

contestación, permite adelantar que la apelación  justifica ser desestimada, conforme los

términos que se exponen. Todo ello, según las consideraciones que se plasman al tratar cada

agravio. Se exponen razones. 

Aclaración preliminar 

Como cuestión preliminar, cabe recordar que, en instancia de apelación, el principio de

congruencia impone un doble límite al tribunal de alzada, en la fijación del ámbito material de

conocimiento, fruto del sistema dispositivo. Por una parte, el de las pretensiones planteadas

en los escritos introductorios del proceso y sobre el cual se trabó la Litis (art. 332CPCC) y por

la otra, el que fija la expresión de agravios esgrimida por el apelante. En efecto, el art.
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356CPCC estatuye: “El recurso sólo atribuye al tribunal que lo debe decidir, el conocimiento

de los puntos de la resolución a que se refieren los agravios”. De allí el principio: “el agravio

es la medida del recurso”.  

Conforme con lo expuesto, se observa que, en el presente recurso, la apelante ha cuestionado

lo atinente a la valoración de la prueba y la rebeldía, la legitimación pasiva del demandado, la

configuración de la infracción al derecho de autor por parte del demandado, la delimitación de

los hechos, la cuantía de los rubros y la procedencia del daño moral. Asimismo, ha reeditado

lo atinente a la nulidad de la notificación. 

Los restantes aspectos: el carácter de obra de arte del diseño de la silla, la autoría del diseño

en cabeza de los actores, la inscripción de la obra en la Dirección Nacional del Derecho de

Autos -DNDA- y la correlativa protección legal de la ley 11.723, así como la procedencia del

rubro daño emergente y la procedencia del rubro “derecho de paternidad de la obra”, no así su

cuantía, han devenido consentidos por las partes. Ello así, el tratamiento del recurso se

circunscribe a analizar la procedencia de los puntos cuestionados.  

1. Primer agravio. Nulidad de la notificación y falta de defensa en juicio 

Refiere el impugnante que el primer agravio reside en que su parte jamás fue notificada de la

demanda promovida en su contra. Esgrime que la cédula fue enviada a un domicilio que no

constituye su domicilio real, ni lugar de residencia habitual, ni siquiera propiedad de su parte.

Señala que la rebeldía ha sido oportunamente cuestionada mediante la interposición de

un incidente de nulidad. Reedita argumentos brindados en aquella oportunidad.  

Al culminar, afirma que la falta de publicación de edictos, la omisión de medidas diligentes

para verificar el domicilio real y la utilización de un inmueble ajeno como canal de

notificación procesal, quiebran por completo la garantía del debido proceso, contaminan de

nulidad todo el procedimiento y, por tanto, la sentencia misma debe ser revocada en su

totalidad.  

Cosa juzgada 
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Lo discutido en este agravio ya ha sido tratado en el Auto n° 194 del 14.05.2025, dictado en

primer grado, que resolvió rechazar el incidente de nulidad por vicios en la citación inicial,

que fuera interpuesto por el demandado, Cristian Javier Tonut. En efecto, mediante el

incidente indicado, el demandado solicitó la declaración de nulidad de todo lo actuado a partir

de la notificación del proveído inicial. El planteo fue desestimado, por los argumentos

brindados en la resolución mencionada, la que ha sido consentida por las partes y ha pasado

en autoridad de cosa juzgada. Así, lo discutido en aquella oportunidad, que giraba en torno a

la validez de la notificación inicial y de las actuaciones consecuentes, no puede ser reeditado

en esta oportunidad. En definitiva, el agravio debe ser desestimado, sin más. 

2. Segundo agravio 

Mediante este agravio el apelante esgrime que el juez a quo ha impuesto una condena al Sr.

Cristian Javier Tonut, basándose exclusivamente en su declaración de rebeldía, sin haber

valorado adecuadamente la prueba producida, ni exigido a la parte actora el cumplimiento de

su carga probatoria. También sostiene que la prueba testimonial producida fue

extremadamente limitada y sin fuerza convictiva. 

Manifiesta que la pericia técnica no fue controlada por su parte ni fue contradicha, dada la

rebeldía. Sin embargo, que ello no la convierte en prueba concluyente ni exime al Tribunal de

ponderar su contenido conforme a la sana crítica. 

El acta notarial -agrega- sólo da cuenta de la existencia de sillas similares en el local, pero no

prueba violación dolosa de derechos de autor, ni vinculación directa entre el demandado y el

supuesto diseño registrado. 

Asevera que al prescindir de toda exigencia probatoria y dictar condena únicamente sobre la

base del silencio del demandado, el Juez ha incurrido en una grave omisión de sus deberes

jurisdiccionales. 

Análisis del agravio  

De la lectura de la sentencia en crisis se advierte en forma clara que el juez no ha fundado la
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condena exclusivamente en la situación de rebeldía del demandado, como afirma el

impugnante.  

En efecto, el magistrado aclara, al iniciar el tratamiento de la pretensión, que tendrá en cuenta

la actitud procesal asumida por el accionado al no comparecer, contestar la demanda ni

oponer excepciones legítimas, conducta que genera una presunción judicial en su contra que

será valorada por el juez juntamente con los otros elementos probatorios. En este marco de

situación, analiza la prueba incorporada por la accionante, en especial la prueba documental y

pericial rendida por la propia actora. 

Así, no resulta cierto lo manifestado por el demandado, en cuanto a que el juez se ha basado

exclusivamente en la situación de rebeldía, y que no ha valorado ni exigido prueba sobre el

sustento de la pretensión: el juez ha tenido en consideración entre otras cosas, la

documentación arrimada por la actora y no controvertida por la demandada. En especial, el

informe que da cuenta del depósito del diseño de la silla, en la Dirección Nacional de Derecho

de Autor.  

Asimismo, ha valorado especialmente la prueba pericial oficial, no controvertida por las

partes, de la que surge que se constató la existencia de sillas con diseño idéntico al registrado

a nombre de los actores. Pondera especialmente el hecho de que el perito se constituyó en el

local comercial del demandado y constató en detalle lo observado, por lo que luego concluyó,

sobre la base de los argumentos técnicos esbozados, que existía lesión a la propiedad

intelectual. Para otorgar validez a la pericia, alude a los criterios que informan la sana crítica

racional y a la corroboración de la prueba restante.  

También valora los testimonios rendidos en la audiencia complementaria de colegas

diseñadoras, como coadyuvantes de todo lo demás.  

En definitiva, se advierte que este agravio carece de sustento fáctico. Ello así, en tanto el juez

no ha basado su decisión únicamente en la falta de comparecencia del demandado, sino que

ha tomado en consideración la prueba producida, en especial, la prueba pericial practicada por
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el perito diseñador industrial.  

En este punto, cabe señalar que, en casos como el de autos, en los que se requiere constatar la

existencia de hechos relacionados con lesiones a la propiedad intelectual, la prueba pericial

resulta trascendental, en tanto para poder apreciarlos, el juez requiere del auxilio de expertos

que posean conocimientos científicos, técnicos y artísticos, en términos del art. 259CPCC.  

Por tanto, es la prueba pericial, la vía adecuada que permite el contralor de ambas partes y la

formulación de puntos tendientes a la demostración de la existencia o inexistencia de la lesión

al derecho de autor y sus contornos. 

El hecho de que la parte demandada se haya mantenido rebelde y no haya concurrido a

controlar la prueba, solo a ella es atribuible. Lo cierto es que no ha impugnado la pericia, no

ha introducido un dictamen en disidencia, ni siquiera ha aportado otros elementos probatorios

tendientes a desvirtuar lo dictaminado por el experto.  

Por lo demás, los testimonios han sido valorados en forma coadyuvante, y corroborante de lo

expuesto por el perito. El impugnante no aporta argumentos que sustenten razones para

quitarles valor. 

Finalmente, las quejas esgrimidas en esta instancia, no conforman más que una reflexión

tardía, que no resulta apta para enervar la conclusión arribada por el juez.  

Conclusión. Lo expuesto por el juez de grado luce correcto 

En definitiva, lo resuelto por el juez de grado, al tomar en cuenta el dictamen, las

testimoniales y la documentación arrimada, para arribar a su conclusión de que existió la

lesión al derecho intelectual, en consecuencia, luce fundado y debe ser mantenido. 

3. Tercer agravio.  

El apelante señala que no se encuentra probada la responsabilidad del demandado, como autor

de algunas de las conductas prohibidas por la ley 11.723. Sostiene que el hecho de que se

hayan detectado sillas de características similares a las de propiedad de los actores, en el local

comercial del demandado, no lo transforma en autor de las conductas típicas de la ley. Afirma
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que el Sr. Tonut no reprodujo, falsificó ni vendió las sillas en cuestión, que dichas tareas no

forman parte de su giro comercial.  

Esgrime que resulta inverosímil la teoría esbozada por los actores y al no existir prueba

alguna producida en la presente causa destinada a comprobar que fue el Sr. Tonut quien

replicó los diseños de los actores, no resulta razonable la sentencia recaída en la presente

causa donde el Tribunal decide condenarlo. 

Señala que resulta llamativa la omisión de citar como testigo al Sr. Diego Frydman, persona

que, según las constancias de autos (y específicamente según el propio relato de la parte

actora), sería el franquiciante y titular de la franquicia de “Pizzería Popular”, conforme lo

demuestra con el contrato de franquicia y documentación que se acompaña al presente.  

Menciona que, en definitiva, el proceso adolece de una prueba crucial que el propio Juez

debió impulsar de oficio, a fin de valorar los hechos de forma crítica y razonable. Asevera que

no existe un nexo de causalidad probado entre el demandado y la supuesta reproducción

ilícita, lo cual impide atribuirle responsabilidad civil, máxime cuando no fue válidamente

notificado ni tuvo posibilidad de ejercer su derecho de defensa. 

Análisis 

Y bien, de la factura incorporada al expediente por el actor, emitida con fecha 25.12.2020, e

incorporada junto con la demanda, surge que el titular del local comercial nominado:

“Pizzería Popular”, sita en Av. Arturo Umberto Illia 1165 de Villa Carlos Paz, a partir de la

fecha 21.12.2020, era el Sr. Cristian Javier Tonut. Este documento atribuido a la contraria no

ha sido desconocido por su otorgante, por lo que se torna aplicable lo dispuesto en el art.

192CPCC, y cabe tenerla por reconocido.  

Por su parte, la constatación notarial sobre el mencionado local (cuya acta obra incorporada

también junto con la demanda), ha sido llevada a cabo con fecha 13.01.2021. Por lo expuesto,

cabe inferir que el local permanecía bajo la titularidad del demandado, en tanto solo habían

transcurrido pocos días desde la emisión de la factura. Asimismo, el demandado tampoco ha
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negado haber sido el titular del local en aquella fecha.  

Por lo demás, los testimonios rendidos en la audiencia complementaria dan cuenta de que

quienes se encargaban, en definitiva, de la compra del mobiliario de las franquicias, eran los

franquiciados, respecto de los locales sobre los que ejercían su franquicia. Si bien existían

lineamientos brindados por los franquiciantes, quienes encargaban y compraban el

mobiliario eran los franquiciados.   

En este marco, la testigo María Díaz Casal, arquitecta, declaró haber estado a cargo, junto con

dos socias (Laura y Agostina), de diferentes locales de Pizzería Popular, entre 2019-2022. Se

encargaban de la dirección de obra, diseño y ejecución. Se comunicaban con los dueños de la

franquicia. En este marco, declaró que, en general, se constituían en los locales, conocían a

los franquiciados y ya tenían una estética delimitada. Según el lugar, formulaban un proyecto

y hablaban con el franquiciado y le explicaban. Relató que los franquiciantes los presentaban

con el nuevo franquiciado y después establecían una relación, sobre todo con el

franquiciado. Ellas les proponían el mobiliario a comprar y demás especificaciones

recomendables. “Yo me acuerdo en ese momento, había otro local comercial (…) que habían

empezado a vender las sillas de Lucía y Pablo, las Cateto, y nosotros propusimos también

vender estas sillas en los locales (…) Los chicos nos enviaban el presupuesto y nosotros se

los mostrábamos al franquiciado (…)” (min. 3.29-6.10). 

Consultada respecto del conocimiento sobre el inicio del conflicto por el tema de las sillas,

entre los actores y la gente de Pizzería Popular (sita en Carlos Paz, min. 7.50), dijo: “Yo en un

momento había explicado que nosotras nos dividimos con nuestra ex socia, nuestra ex socia

era la pareja en ese momento de uno de los dueños. Nosotros en un momento nos dividimos

entonces ahí ya dejamos de hacer las pizzerías. Y ahí es cuando empiezan los conflictos. Yo

no recuerdo bien (…) Pero recuerdo como que vimos que habían comprado las sillas y no

eran las de Gacé, o sea no eran estas sillas que solíamos presupuestar nosotros (…) Yo ya

estaba afuera (al momento del conflicto). Creo que fue una de las últimas pizzerías que
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encaramos pero ya después no llevamos la administración ni la dirección” (min. 8.32). 

En cuanto a quién compraba el mobiliario dijo: “El franquiciado compraba todo (…)

Nosotros dividíamos entre mobiliario interior y exterior. El interior lo comprábamos en Río

Ceballos (…) y en interior nosotras recomendábamos Las Cateto (…) La idea era que todos

los locales sean similares. Era como un lineamiento. (…)” 

Preguntado sobre quién les pagaba los honorarios, dijo: “El franquiciado (…) La relación

profesional era con el franquiciado. Nosotros le mandábamos un presupuesto (…) y

directamente nosotros teníamos una relación con ellos” (min. 11.50 – 12.20). (El resaltado

es añadido). 

En cuanto a la siguiente testigo, María Laura Tarantelli, (minutos 13.35-24.24) esta declaró

conocer a todas las partes (actores y demandados). En relación al Sr. Tonut, dijo : “Lo

acompañé a ver algunos locales por el tema de la pizzería (…)” 

Luego narró: “Yo era arquitecta, junto con otras dos chicas, con María y Agostina y

estábamos a cargo del diseño y ejecución de las pizzerías (…) Entonces ahí tomábamos

contacto con los franquiciados, con el dueño de la marca y nosotras armábamos el diseño de

acuerdo a las necesidades de cada local. Armábamos el proyecto y lo ejecutábamos (…)

Había productos que había que encargar (…) Nosotras le pedíamos un presupuesto a los

chicos, del modelo que tenían, Cateto, si no me equivoco y los contratábamos y ellos se

encargaban de fabricarla y las traían”. 

Preguntada por la cantidad de franquicias en las que intervinieron, respondió: “Mas o menos

20”. “Había lineamientos (…) Se trataba de repetir y replicar lo mismo (…) Nosotras

hablábamos con los dueños (…) y con el franquiciado”. (el resaltado es añadido). 

Estos testimonios, si bien provienen de personas allegadas a los actores, lo cierto es que lucen

coherentes y verosímiles, y contienen la llamada “razón del dicho”, es decir, explican la toma

de conocimiento de los hechos percibidos con sus sentidos. Además, no fueron impugnados

oportunamente. Asimismo, se encuentran corroborados con la prueba restante y no existen
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elementos que los desvirtúen. 

De los testimonios emerge claro que, en la operatoria habitual de las franquicias, los

franquiciados hacían el encargo y compraban el mobiliario. Previamente, eran anoticiados

de todos lineamientos a seguir y, por tanto, resulta enteramente plausible que conocieran que

el diseño de las sillas Cateto, pertenecía a los accionantes.  

Por lo demás, el acta de constatación no ha sido atacada en forma alguna y atento ser un

instrumento público cabe estar a lo allí constatado. 

En este sentido, lo observado por la notaria, en cuanto a la existencia de las sillas de color

negro de ese estilo, retratadas en las fotografías tomadas en aquella oportunidad e

incorporadas como anexo, coincide con lo constatado por el propio perito oficial, al

constituirse en el local, con fecha 27.06.2024 (ver pericia adjunta a la operación de fecha

22.07.2024). En efecto, el perito explicó en su dictamen, que las sillas examinadas en el local

(visiblemente idénticas a las que se observan en las fotografías tomadas por la notaria en

oportunidad de realizar la constatación), coincidían en el diseño con las de autoría de los

actores, denominadas “Cateto”.  

Así, acreditado el hecho de que han existido sillas con idéntico diseño al que es de autoría de

los actores, en el local comercial cuyo titular y responsable es el demandado, sin que estos

últimos hayan prestado conformidad para su reproducción, surge patente la infracción al

derecho de autor y la legitimación pasiva del demandado.  

El perito es claro en su conclusión: “Según el registro fotográfico realizado, inspección

ocular, análisis a detalle y cotejado de LA SILLA en el Local Comercial mencionado en la

Hoja N° 1 del Presente Informe Pericial con respecto a LA SILLA CATETO#3 demandada

por la parte Autora. En la cual se puede distinguir el Diseño de Autor como se mencionó

técnicamente en la hoja N°10 del presente informe por la identidad del diseño que se

diferencia de otra silla por: el triángulo que conforma el distintivo rasgo de LAS SILLAS

“CATETO”, en los laterales traseros de la silla donde se combinan patas traseras, respaldo
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y asiento; en este caso combinados a su vez con una estructura metálica que prescinde de

travesaños inferiores; acentuando ese diseño por los colores y terminaciones que distinguen

en particular a LA SILLA CATETO#3. Es por eso que se determina que existe LESIÓN A LA

PROPIEDAD INTELECTUAL.” (ver pericia oficial – hoja 20). 

La titularidad del comercio en cabeza del demandado sella la suerte en sentido inverso al

agravio, en tanto la legitimación pasiva surge sin hesitar de esa calidad. Si el demandado

pretendía desplazar el centro de imputación en un tercero, debió acreditarlo en juicio, lo que

no realizó. 

En definitiva, este agravio debe ser desestimado. 

4. Cuarto agravio. Indeterminación de la conducta atribuida y ausencia de requisitos

legales para configurar una infracción al derecho de autor 

El apelante arguye, además, que ha existido vaguedad y ambigüedad de la imputación fáctica.

También expresa que ha habido una errónea valoración jurídica sobre los requisitos

necesarios para que se configure una infracción a los derechos de autor conforme a la Ley

N°11.723. 

En definitiva, manifiesta que no hay imputación precisa ni directa contra el Sr. Cristian Javier

Tonut. Se alude de modo confuso a “la marca y/o el franquiciante”, se menciona su nombre

como titular del local, pero no se establece en ningún pasaje de modo inequívoco que sea él

quien haya encargado, fabricado, autorizado o consentido la copia de las sillas. 

Análisis  

Y bien, este punto tiene especial conexión con el agravio anterior. Ya se ha indicado, ha

quedado acreditado el hecho de que se han hallado sillas con idéntico diseño al que es de

autoría de los actores, en el local comercial cuyo titular y responsable es el demandado. Por lo

demás, no se ha alegado ni acreditado que los actores, titulares del diseño, hayan prestado

conformidad para su reproducción. Ello así, surge patente la infracción al derecho de autor en

los términos del art. 2 Ley 11.723. El perito es claro en su conclusión: “Según el registro
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fotográfico realizado, inspección ocular, análisis a detalle y cotejado de LA SILLA en el

Local Comercial mencionado en la Hoja N° 1 del Presente Informe Pericial con respecto a

LA SILLA CATETO#3 demandada por la parte Autora. En la cual se puede distinguir el

Diseño de Autor como se mencionó técnicamente en la hoja N°10 del presente informe por la

identidad del diseño que se diferencia de otra silla por: el triángulo que conforma el

distintivo rasgo de LAS SILLAS “CATETO”, en los laterales traseros de la silla donde se

combinan patas traseras, respaldo y asiento; en este caso combinados a su vez con una

estructura metálica que prescinde de travesaños inferiores; acentuando ese diseño por los

colores y terminaciones que distinguen en particular a LA SILLA CATETO#3. Es por eso que

se determina que existe LESIÓN A LA PROPIEDAD INTELECTUAL.” (ver pericia oficial –

hoja 20). 

Por lo demás, la titularidad del establecimiento comercial implica responsabilidad por todo el

mobiliario que se utilice y encuentre en el emprendimiento gastronómico.  

En el caso, las sillas se encontraron dentro del local que está bajo su dirección y control. Por

otro lado, los testimonios corroboran que son los respectivos franquiciados de cada local, los

que se encargan de adquirir los muebles y equiparlos. Franquiciante y franquiciado son

personas distintas, y, por ende, centros de imputación diferenciados. Asimismo, justamente la

infracción se ha denunciado en el local de “Pizzería Popular”, sito en Carlos Paz, y no en

otros. Ello así, el responsable es el dueño del emprendimiento gastronómico y determina la

legitimación pasiva del demandado.  

Reitero, la titularidad del comercio en cabeza del demandado sella la suerte en sentido inverso

a la queja, en tanto la legitimación pasiva surge clara de esa calidad. Si el demandado

pretendía desplazar el centro de imputación a un tercero, debió acreditarlo en juicio, lo que no

realizó. 

En definitiva, este agravio debe ser desestimado. 

5. Quinto agravio  
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Aduce el apelante que el tribunal omitió fijar con precisión y claridad los hechos litigiosos del

proceso, limitándose a transcribir o remitir genéricamente a los términos de la demanda, sin

individualizar con rigor jurídico cuáles eran los hechos cuya existencia debía analizarse y

probarse para eventualmente fundar una condena. Sostiene que el Tribunal debió precisar con

claridad cuál era el hecho controvertido y jurídicamente relevante, y no lo hizo, lo cual no

sólo agravia al demandado, sino que torna nula la sentencia por falta de delimitación del

objeto del proceso y por infracción a los arts. 163 inc. 6 y 34 inc. 4 del CPCC (Córdoba; sic.),

en relación directa con el derecho constitucional de defensa en juicio. 

Al respecto corresponde señalar que el objeto litigioso y los hechos controvertidos quedan

definitivamente fijados por el juez, en la audiencia preliminar. Es esta la instancia propia para

hacerlo. Así lo marca la ley de oralidad (conf. art. 3 inc. b. Ley 10.555 mod. Ley 10.855). El

acta de audiencia deja constancia de lo indicado.  

Por lo expuesto, las decisiones que se dicten en este marco, deben ser objetadas, tramitadas y

resueltas, como regla, en la misma audiencia. Así lo ha establecido la doctrina y surge incluso

del propio art. 359CPCC al regular lo atinente al recurso de reposición. 

En el caso bajo examen, si pretendía objetarse lo decidido por el juez sobre el objeto litigioso,

la parte demandada debió plantear el recurso de reposición correspondiente en la misma

audiencia, conforme lo establece el mencionado art. 359CPCC. Si no lo hizo, precluyó la

posibilidad de hacerlo. Lo expuesto no se modifica por el hecho de que la parte no haya

asistido a la audiencia. 

Se ha expresado, al respecto: “Adviértase que no constituye recaudo para la operatividad de

la norma, que quien se vea perjudicado por lo decidido haya estado presente en la audiencia;

sólo basta que haya sido notificado de su celebración. No obstante, su ausencia le acarreará,

entre otras consecuencias que se deriven de la particularidad de la audiencia respectiva, la

preclusión de la posibilidad de cuestionar, mediante la reposición, las decisiones que en esa

instancia se hayan tomado” (Cfr. FERNÁNDEZ, Raúl, Impugnaciones Ordinarias y

Expediente SAC 10996484  -  Pág. 20 / 30  -  Nº Res. 20



extraordinarias en el CPCC. Alveroni. Córdoba. 2006, p. 123; de igual manera: VÉNICA, O.

Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Córdoba, t. III, p. 416 citado por

FERNÁNDEZ.. Adhiere ABELLANEDA, R. El proceso civil por audiencias en la provincia

de Córdoba, Córdoba, Toledo, 2024, p. 762). 

Por lo demás, tampoco se cuestionó el contenido del acta, ni los actos posteriores dictados en

consecuencia hasta la sentencia. Asimismo, el incidente de nulidad contra la notificación

inicial ha sido desestimado y se encuentra firme.  

De tal modo, cualquier cuestionamiento relacionado con lo sucedido en la audiencia, al haber

sido consentido, y no cuestionado, ya no puede ser objeto de agravio en los presentes. Ello, a

menos que se hubiera interpuesto oportunamente el recurso de reposición, en cuyo caso sí

sería viable el planteo, en principio, a la luz de la regla del art. 515CPCC.  

Por lo expuesto, el agravio debe ser desestimado.  

6. Sexto agravio 

El actor esgrime que el perito se limita a afirmar que las sillas presentes en el local del

demandado eran “similares” a las diseñadas por los actores, pero no acredita que hayan sido

copiadas, ni que el demandado haya ordenado esa copia. Además, no accedió a todas las

dependencias del local ni identificó con certeza el origen de las sillas. 

Refiere que, pese a esas limitaciones, la sentencia adopta su informe sin reservas, y a partir de

ello condena a su parte a pagar más de diez millones de pesos, cuando ni siquiera se

estableció cuántas de esas sillas efectivamente fueron “copias” ni su verdadero valor

comercial.  

Dice que el valor estimado en la pericia no se corresponde con el precio de mercado real, el

cual surge claramente del e-shop oficial de los propios actores, disponible públicamente en el

sitio web, que es mucho menor ($120.000 por unidad). Refiere que, en la actualidad, el portal

ha sido dado de baja o deshabilitado. 

Por todo ello, solicita que se revise el valor de referencia utilizado, y en su caso se aplique el
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valor vigente al 28/05/2025 en el sitio web oficial de los propios actores ($120.000,00), lo que

arrojaría, en caso de estimarse alguna responsabilidad, un monto sensiblemente inferior, más

ajustado a la realidad comercial del producto. 

Análisis del agravio 

En este agravio el apelante cuestiona dos aspectos de la pericia. 

Por un lado, señala que el informe pericial no acredita que las sillas ubicadas en el local hayan

sido una copia de las diseñadas por los actores, ni que haya sido el demandado el que ordenó

esas copias.  

Por otro lado, cuestiona el monto asignado a cada silla por el experto. 

Respecto de lo primero, cabe señalar que el perito brinda en su informe un detalle

pormenorizado del diseño de los actores y de su cotejo con las sillas ubicadas en el local, y

expone las razones por las cuales arriba a la conclusión de que el diseño es idéntico al del

modelo de silla “Cateto 3” de autoría de los accionantes, y a que ha existido una infracción al

derecho de autor, al haberse reproducido el diseño sin autorización.  

El informe luce fundado. El experto se constituyó en el lugar, examinó las sillas, adjuntó

fotografías, explicó los parámetros importantes que debían tomarse en cuenta y la secuencia

lógica desarrollada a partir de su conocimiento del diseño, para arribar a su conclusión.  

La accionada no acompañó siquiera un dictamen en disidencia que expusiera fallos en el

informe.  

En definitiva, no se advierten razones que autoricen a apartarse de lo dictaminado por el

experto. 

Ello así, el cuestionamiento carece de asidero en este punto. Por lo demás, la responsabilidad

del demandado como titular del local comercial en donde estaban exhibidas las sillas ya fue

tratado en anteriores agravios. Reitero, al momento de los hechos, era el titular del comercio y

por tanto responsable de todo lo atinente a dicho emprendimiento, en el que se encontraban

las sillas. 
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En cuanto a la segunda cuestión, relativa al precio asignado a las sillas, carece también de

asidero. En efecto, el experto brindó los fundamentos por los que a su juicio debía otorgarse

ese valor a las sillas (la razón del dicho), y no se han arrimado elementos probatorios

tendientes a desvirtuarlo. Ni siquiera -se reitera- se ha rendido dictamen en disidencia. La

alegación de la demandada no deja de ser una reflexión tardía, que pretende introducir en una

etapa que no es la propia. Si el demandado consideraba que el valor a otorgar a las sillas debía

ser otro, debió ofrecer y producir prueba tendiente a acreditar esos extremos. No es posible

introducir nueva prueba en esta instancia, sobre todo cuando se trata de constancias web que

estaban al alcance de la contraria desde el primer momento del juicio. Por lo demás, el propio

actor admite que no es posible acceder al contenido de la web en la actualidad, por lo que sus

dichos, carecen de sustento probatorio. 

En definitiva, este agravio debe ser desestimado. 

7. Séptimo agravio. Exceso indemnizatorio y falta de cuantificación realista 

Por último, el apelante cuestiona la cuantía de los rubros concedidos. Esgrime que existe una

total desproporción de los montos indemnizatorios reconocidos en la sentencia, tanto en

concepto de daño emergente, como de daño moral y derecho moral de paternidad, los cuales

carecen de toda prueba concreta y verificable. Esgrime que han sido construidos sobre

suposiciones unilaterales que contradicen los principios de la responsabilidad civil y de

reparación integral justa. 

1. Daño emergente – $ 8.593.200,00 

Alega que en la sentencia se asigna un valor de $231.000,00 a cada unidad, sin sustento

documental. La única prueba del valor es una estimación subjetiva del perito que aplica un

“multiplicador por tres” sobre el supuesto costo de producción (entre $77.000 y

$95.000). Sostiene que esto no puede considerarse prueba suficiente. Asevera que esa omisión

deliberada imposibilita una correcta cuantificación del supuesto daño emergente y convierte

la condena en una estimación abstracta carente de sustento probatorio concreto, incumpliendo
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con los estándares mínimos exigidos para una sentencia justa (arts. 386 y 384 CPCC). 

Y bien, el juez tomó como parámetros para el cálculo, las pautas brindadas por el perito

oficial. De hecho, de entre los parámetros exhibidos por el experto, el magistrado tomó el más

bajo. El experto había propuesto tomar el parámetro más alto ($95.000 x 3 = 285.000) y el

juez tomó el precio más bajo (77.000 x 3 = $231.000).  

En cuanto al dictamen, ya se ha explicado que luce fundado, y que no se han arrimado

elementos tendientes a desvirtuar los datos informados por el perito. Por lo demás, esta

cámara ha indicado en diversos precedentes, que el dictamen que aparece fundado, es

suficiente para tener por acreditado el rubro y monto objeto de informe. No es exigible que

produzca prueba de la prueba. Así, mutatis mutandi, se ha señalado: “El dictamen pericial en

cuanto aparezca fundado es prueba suficiente de la existencia y monto de los daños. El

requisito de fundamentación a que se alude debe ser interpretado con un criterio de

razonabilidad, pues no puede pretenderse que se rinda prueba que sustente la prueba; así, si

el perito señala el costo de los repuestos y de la mano de obra, so pretexto de la debida

fundamentación no cabe exigirle que exponga y demuestre la fuente que sustenta sus dichos,

pues sería una sucesión interminable de prueba de la prueba. Para tal fin, es decir, para

asegurar la adecuación del dictamen a la realidad de los costos, se contempla la posibilidad

de ofrecer la pericia de control, cuyo perito es quien asesora y controla en materia específica

a la parte que lo designó, lo que no aconteció en autos” (Esta Cámara en: “Ramati, Cristina

Teresa c/ Fernández, Andrea Fabiana y otro - Ordinario - Daños y perj.- Accidentes De

Tránsito –Expte. 5516887” S. 33 del 09/04/2018). 

En el caso, siquiera se ha alegado o arrimado durante el proceso, alguna prueba tendiente a

desvirtuar estos valores. Así, la alegación de la demandada en esta instancia de apelación, no

deja de ser una opinión sin basamento probatorio alguno. Por lo demás, tampoco indica en

este punto, cuál sería entonces, el valor que a su juicio es el correcto. Ya se explicó, además,

que no es posible introducir nueva prueba en esta instancia, sobre todo cuando se trata de
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constancias web que estaban al alcance de la contraria desde el primer momento del juicio.

Finalmente, el propio demandado admite que no es posible acceder al contenido de la web en

la actualidad, por lo que los dichos del accionado, no tienen sustento probatorio alguno. 

En definitiva, este agravio debe ser desestimado.  

2. Daño moral – $340.000,00 

Refiere el apelante que el fallo reconoce que no se aportó un solo elemento probatorio sobre

el daño anímico pero se concede la suma de $340.000,00 alegando “aflicción” por la

reproducción de las sillas, cuantificando el daño en el precio estimado de “dos pasajes a

Milán”. Esto, además de arbitrario, contraviene la doctrina legal sobre la prueba del daño

moral en materia extracontractual, que exige al menos indicios objetivos, testimoniales o

contextuales del perjuicio sufrido. 

Sostiene que la utilización de una unidad de medida (viajes internacionales) como parámetro

indemnizatorio es antojadiza y subjetiva, sin apoyo técnico, económico ni legal. Más aún

cuando no hay prueba alguna de que se tratara de un modelo comercial internacionalmente

reconocido, y menos aún que el supuesto acto afectara efectivamente su “imagen

profesional”. 

El daño moral no puede presumirse “per se” del uso de un diseño, sino que requiere probar

una afectación concreta a la esfera espiritual del autor. 

Y bien, es acertado desde el punto de vista conceptual lo expuesto por la parte demandada, en

cuanto este rubro precisa prueba que permita inferir la existencia del rubro. Ahora bien, en

este caso, esa inferencia es razonable a partir de la prueba rendida: constancias documentales

que acreditan la exhibición del diseño en Europa, de la inscripción de la marca con la que se

nomina a las sillas y del depósito e inscripción del diseño en la Dirección Nacional de

Derechos de Autor; así como la testimonial rendida por personas allegadas a los actores. En

efecto, estos elementos permiten inferir que existen intereses extrapatrimoniales vinculados a

su derecho de autor y que la infracción de la demandada ha debido generar, de acuerdo a las
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reglas de la sana crítica, un perjuicio en la espiritualidad de los accionantes, sus creadores.  

El juez tomó en cuenta estas circunstancias, para realizar sus inferencias, por lo que lo

decidido luce correcto. 

En cuanto a la entidad cuantitativa, se advierte que el apelante cuestiona el rubro, pero no

propone monto alguno que considere suficiente. Por otro lado, el parámetro tenido en cuenta

por el juez luce razonable, como satisfacción sustitutiva. Pero lo fundamental, es que la suma

concedida, en definitiva, de $340.000, no luce excesiva. Por todo lo expuesto, la queja no

tiene entidad para enervar lo decidido. 

Así, corresponde rechazar el agravio.  

3. Derecho moral de paternidad – $1.074.150,00 

Alega el apelante, que este rubro, aunque amparado por la Ley N°11.723, ha sido cuantificado

de manera completamente arbitraria. Se aplica un porcentaje del 5% sobre el supuesto valor

de mercado de las sillas, sin que exista ninguna norma, doctrina o jurisprudencia que avale

ese criterio porcentual como fórmula automática. 

El derecho moral, como derecho de la personalidad, se repara en función del agravio subjetivo

producido al autor, no en función del precio de los objetos en los que su obra fue

presuntamente reproducida. 

Aquí también, los actores evitan toda justificación metodológica sobre cómo llegaron a ese

5%, y se limitan a proponer un monto “ajustado a derecho” sin mayor fundamentación. El

Juez, lejos de corregir esa falta de prueba, ratifica el porcentaje sin citar doctrina, precedente o

norma legal alguna. Esto convierte el resarcimiento en un cálculo especulativo, sin sustento

técnico ni fáctico. 

Por todo lo expuesto, solicita se revoque la sentencia también en lo relativo a la cuantificación

del daño, por carecer de sustento fáctico, económico y normativo. Subsidiariamente, en caso

de que se mantuviera algún tipo de condena, solicita se moderen los montos indemnizatorios a

cifras razonables, fundadas en prueba concreta, objetiva y proporcional, y se rechace la
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aplicación automática de intereses sobre rubros no acreditados. 

Aclaración preliminar. La procedencia del rubro no se cuestiona 

Se advierte que el demandado parte de un reconocimiento. Señala que el rubro se encuentra

amparado por la ley 11.723, y reconoce en forma consecuente su procedencia. A

continuación, cuestiona su cuantía.  

Así, por el principio que prohíbe ingresar a puntos que no han sido materia de agravio, este

tribunal no ingresará al análisis de la procedencia de este rubro nominado como “derecho

moral de paternidad”.  

Y bien, el demandado cuestiona el parámetro tomado por el juez para cuantificar, lo que sería

admisible, si propusiera alguna alternativa viable de cuantificación. Pero resulta que no brinda

ninguna otra pauta, ni propone monto alguno a asignar al rubro. Así, el agravio luce vacío de

contenido sustancial. El apelante no propone monto alguno y tampoco propone un porcentaje

de reducción. En definitiva, no pasa de ser una mera manifestación de disconformidad. Por

ello, este agravio tampoco puede prosperar.  

Conclusión del recurso  

En conclusión, el recurso de la demandada debe ser desestimado en todas sus partes. 

VIII. Las costas de Alzada se imponen a la propia parte demandada impugnante, quien ha

resultado perdidosa (art. 130 CPCC). 

IX.Honorarios de segunda instancia. 

Se regulan los honorarios de segunda instancia del siguiente modo: 

Atento a la fecha de realización de las tareas (26.09.2025 y 06.10.2025), corresponde tomar

en cuenta lo dispuesto en el art. 40, 30 y 36 Ley 9459 con las modificaciones introducidas por

ley 11.042 (vigente desde el 05.05.2025). 

Así, el art. 40 actual estatuye que para las regulaciones en segunda instancia debe tomarse

como base lo que haya sido materia de discusión en alzada, y aplicarse el art. 31 (rectius: 30),

tomando al recurrente como actor y al recurrido como demandado. 
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1) Honorarios del letrado de la demandada (parte apelante): Todos los rubros cuestionados

han sido mantenidos, por lo que, en virtud de lo establecido en el art. 30 inc. 3 Ley 9459

(reformada por Ley 11042), corresponde fijar la base en el mínimo establecido en el 50% del

valor peticionado, y sobre ellos aplicar los porcentuales del art. 40 y 36 (punto medio de

ambas escalas). 

Se advierte que la parte demandada ha cuestionado la cuantificación de los tres rubros

concedidos. Como no ha indicado el monto que en definitiva pretendía fuera concedido por

cada rubro, tomaré como referencia el valor total de la condena, actualizado hasta hoy. La

suma asciende a $19.053.043,36. 

Así, el 50% de lo pretendido es $9.526.521,68. Aplicados los porcentuales (punto medio de

ambas escalas), se obtiene la suma de $857.386,95, equivalente a 20,52 jus. En esta suma se

fijan los honorarios de la Dra. Jéssica Ghibaudo. Los intereses compensatorios se fijan en el

6% anual y los moratorios se fijan en el 9% anual. 

2) Honorarios del letrado de la actora (parte apelada): En cuanto a los honorarios del Dr.

Ignacio Arrigoni debe tomarse el monto por el que el recurso es desestimado, esto es la suma

total de condena actualizada a la fecha, que asciende a $19.053.043,36. Sobre esta suma, se

aplican los puntos medios de las escalas (art. 36 y 40) atendiendo a las pautas de labor

cualitativa (art. 39). Efectuados los cálculos se arriba a la suma de $1.714.773,90, equivalente

a 41,04 jus. Así, se regulan los honorarios del Dr. Ignacio Arrigoni, en la suma de 41,04 jus (

$1.714.773,90). 

Los intereses compensatorios se fijan en el 6% anual y los moratorios en el 9% anual. 

En tal sentido dejo expedido mi voto.  

A LA PRIMERA CUESTIÓN, LA SEÑORA VOCAL DOCTORA SILVANA MARÍA

CHIAPERO DIJO: 

Que coincide con los argumentos expuestos por la Sra. Vocal que me precede, por lo que lo

hace en idéntico sentido. 
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A LA PRIMERA CUESTIÓN, EL SEÑOR VOCAL DOCTOR FERNANDO MARTÍN

FLORES DIJO: 

Que comparte los fundamentos desarrollados por la Sra. Vocal de primer voto,

pronunciándome en el mismo sentido. 

 A LA SEGUNDA CUESTIÓN, LA SEÑORA VOCAL DOCTORA DELIA INÉS RITA

CARTA DE CARA DIJO: 

Estimo corresponde se resuelva: 

I. Rechazar el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, con costas a su

cargo. 

II. Regular en forma definitiva, los honorarios del Dr. Ignacio Arrigoni en la suma de 41,04 

jus ($1.714.773,90) y los de la Dra. Jessica Ghibaudo, en la suma de 20,52 jus ($857.386,95). 

Los intereses compensatorios se fijan en el 6% anual y los moratorios en el 9% anual. 

En tal sentido dejo expedido mi voto. 

A LA SEGUNDA CUESTIÓN, LA SEÑORA VOCAL DOCTORA SILVANA MARIA

CHIAPERO DIJO: 

Que hace propio el voto precedente, razón por la cual se expide en el mismo sentido. 

A LA SEGUNDA CUESTIÓN, EL SEÑOR VOCAL DOCTOR FERNANDO MARTÍN

FLORESDIJO: 

Que concuerda con la propuesta elevada por la Sra. Vocal que emitió el voto, por lo que se

pronuncia con igual temperamento. 

A mérito del resultado del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: 

I. Rechazar el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, y confirmar la

Sentencia Número Ciento Ochenta y Ocho de fecha 01.11.2024, en todo cuanto decide. 

II. Imponer las costas a cargo de la parte demandada (art. 130 CPCC). 

III. Regular en forma definitiva, los honorarios del Dr. Ignacio Arrigoni en la suma de 

41,04 jus ($1.714.773,90) y los de la Dra. Jessica Ghibaudo, en la suma de 20,52 jus
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($857.386,95). 

Los intereses compensatorios se fijan en el 6% anual y los moratorios en el 9% anual. 

Protocolícese y hágase saber. 
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